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1. Sección Especializada 
1.1. Tras la celebración de las Terceras Jornadas de Especialistas en Tutela Penal de la Igualdad y contra la Discriminación, celebradas en Madrid, los días 11 y 12 de febrero de 2016, la relación de delitos de odio y discriminación, competencia de la Sección con el Código Penal (CP) vigente, aportada como documento a las mismas, es la siguiente:
Artículo 22
Son circunstancias agravantes para cualquier delito:

4.ª Cometer el delito por motivos racistas, antisemitas u otra clase de discriminación referente a la ideología, religión o creencias de la víctima, la etnia, raza o nación a la que pertenezca, su sexo, orientación o identidad sexual, razones de género, la enfermedad que padezca o su discapacidad.

Artículo 170
1. Si las amenazas de un mal que constituyere delito fuesen dirigidas a atemorizar a los habitantes de una población, grupo étnico, cultural o religioso, o colectivo social o profesional, o a cualquier otro grupo de personas, y tuvieran la gravedad necesaria para conseguirlo, se impondrán respectivamente las penas superiores en grado a las previstas en el artículo anterior.

2. Serán castigados con la pena de prisión de seis meses a dos años, los que, con la misma finalidad y gravedad, reclamen públicamente la comisión de acciones violentas por parte de organizaciones o grupos terroristas.

Artículo 174
1. Comete tortura la autoridad o funcionario público que, abusando de su cargo, y con el fin de obtener una confesión o información de cualquier persona o de castigarla por cualquier hecho que haya cometido o se sospeche que ha cometido, o por cualquier razón basada en algún tipo de discriminación, la sometiere a condiciones o procedimientos que por su naturaleza, duración u otras circunstancias, le supongan sufrimientos físicos o mentales, la supresión o disminución de sus facultades de conocimiento, discernimiento o decisión o que, de cualquier otro modo, atenten contra su integridad moral. El culpable de tortura será castigado con la pena de prisión de dos a seis años si el atentado fuera grave, y de prisión de uno a tres años si no lo es. Además de las penas señaladas se impondrá, en todo caso, la pena de inhabilitación absoluta de ocho a 12 años.

2. En las mismas penas incurrirán, respectivamente, la autoridad o funcionario de instituciones penitenciarias o de centros de protección o corrección de menores que cometiere, respecto de detenidos, internos o presos, los actos a que se refiere el apartado anterior.
Artículo 314
Los que produzcan una grave discriminación en el empleo, público o privado, contra alguna persona por razón de su ideología, religión o creencias, su pertenencia a una etnia, raza o nación, su sexo, orientación sexual, situación familiar, enfermedad o minusvalía, por ostentar la representación legal o sindical de los trabajadores, por el parentesco con otros trabajadores de la empresa o por el uso de alguna de las lenguas oficiales dentro del Estado español, y no restablezcan la situación de igualdad ante la ley tras requerimiento o sanción administrativa, reparando los daños económicos que se hayan derivado, serán castigados con la pena de prisión de seis meses a dos años o multa de 12 a 24 meses.

Artículo 510
1. Serán castigados con una pena de prisión de uno a cuatro años y multa de seis a doce meses:

a) Quienes públicamente fomenten, promuevan o inciten directa o indirectamente al odio, hostilidad, discriminación o violencia contra un grupo, una parte del mismo o contra una persona determinada por razón de su pertenencia a aquél, por motivos racistas, antisemitas u otros referentes a la ideología, religión o creencias, situación familiar, la pertenencia de sus miembros a una etnia, raza o nación, su origen nacional, su sexo, orientación o identidad sexual, por razones de género, enfermedad o discapacidad.

b) Quienes produzcan, elaboren, posean con la finalidad de distribuir, faciliten a terceras personas el acceso, distribuyan, difundan o vendan escritos o cualquier otra clase de material o soportes que por su contenido sean idóneos para fomentar, promover, o incitar directa o indirectamente al odio, hostilidad, discriminación o violencia contra un grupo, una parte del mismo, o contra una persona determinada por razón de su pertenencia a aquél, por motivos racistas, antisemitas u otros referentes a la ideología, religión o creencias, situación familiar, la pertenencia de sus miembros a una etnia, raza o nación, su origen nacional, su sexo, orientación o identidad sexual, por razones de género, enfermedad o discapacidad.

c) Públicamente nieguen, trivialicen gravemente o enaltezcan los delitos de genocidio, de lesa humanidad o contra las personas y bienes protegidos en caso de conflicto armado, o enaltezcan a sus autores, cuando se hubieran cometido contra un grupo o una parte del mismo, o contra una persona determinada por razón de su pertenencia al mismo, por motivos racistas, antisemitas u otros referentes a la ideología, religión o creencias, la situación familiar o la pertenencia de sus miembros a una etnia, raza o nación, su origen nacional, su sexo, orientación o identidad sexual, por razones de género, enfermedad o discapacidad, cuando de este modo se promueva o favorezca un clima de violencia, hostilidad, odio o discriminación contra los mismos.

2. Serán castigados con la pena de prisión de seis meses a dos años y multa de seis a doce meses:

a) Quienes lesionen la dignidad de las personas mediante acciones que entrañen humillación, menosprecio o descrédito de alguno de los grupos a que se refiere el apartado anterior, o de una parte de los mismos, o de cualquier persona determinada por razón de su pertenencia a ellos por motivos racistas, antisemitas u otros referentes a la ideología, religión o creencias, situación familiar, la pertenencia de sus miembros a una etnia, raza o nación, su origen nacional, su sexo, orientación o identidad sexual, por razones de género, enfermedad o discapacidad, o produzcan, elaboren, posean con la finalidad de distribuir, faciliten a terceras personas el acceso, distribuyan, difundan o vendan escritos o cualquier otra clase de material o soportes que por su contenido sean idóneos para lesionar la dignidad de las personas por representar una grave humillación, menosprecio o descrédito de alguno de los grupos mencionados, de una parte de ellos, o de cualquier persona determinada por razón de su pertenencia a los mismos.

b) Quienes enaltezcan o justifiquen por cualquier medio de expresión pública o de difusión los delitos que hubieran sido cometidos contra un grupo, una parte del mismo, o contra una persona determinada por razón de su pertenencia a aquél por motivos racistas, antisemitas u otros referentes a la ideología, religión o creencias, situación familiar, la pertenencia de sus miembros a una etnia, raza o nación, su origen nacional, su sexo, orientación o identidad sexual, por razones de género, enfermedad o discapacidad, o a quienes hayan participado en su ejecución.

Los hechos serán castigados con una pena de uno a cuatro años de prisión y multa de seis a doce meses cuando de ese modo se promueva o favorezca un clima de violencia, hostilidad, odio o discriminación contra los mencionados grupos.

3. Las penas previstas en los apartados anteriores se impondrán en su mitad superior cuando los hechos se hubieran llevado a cabo a través de un medio de comunicación social, por medio de internet o mediante el uso de tecnologías de la información, de modo que, aquel se hiciera accesible a un elevado número de personas.

4. Cuando los hechos, a la vista de sus circunstancias, resulten idóneos para alterar la paz pública o crear un grave sentimiento de inseguridad o temor entre los integrantes del grupo, se impondrá la pena en su mitad superior, que podrá elevarse hasta la superior en grado.

5. En todos los casos, se impondrá además la pena de inhabilitación especial para profesión u oficio educativos, en el ámbito docente, deportivo y de tiempo libre, por un tiempo superior entre tres y diez años al de la duración de la pena de privación de libertad impuesta en su caso en la sentencia, atendiendo proporcionalmente a la gravedad del delito, el número de los cometidos y a las circunstancias que concurran en el delincuente.

6. El juez o tribunal acordará la destrucción, borrado o inutilización de los libros, archivos, documentos, artículos y cualquier clase de soporte objeto del delito a que se refieren los apartados anteriores o por medio de los cuales se hubiera cometido. Cuando el delito se hubiera cometido a través de tecnologías de la información y la comunicación, se acordará la retirada de los contenidos.

En los casos en los que, a través de un portal de acceso a internet o servicio de la sociedad de la información, se difundan exclusiva o preponderantemente los contenidos a que se refiere el apartado anterior, se ordenará el bloqueo del acceso o la interrupción de la prestación del mismo.

Artículo 510 bis
Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis una persona jurídica sea responsable de los delitos comprendidos en los dos artículos anteriores, se le impondrá la pena de multa de dos a cinco años. Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y tribunales podrán asimismo imponer las penas recogidas en las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33.

En este caso será igualmente aplicable lo dispuesto en el número 3 del artículo 510 del Código Penal.
Artículo 511
1. Incurrirá en la pena de prisión de seis meses a dos años y multa de doce a veinticuatro meses e inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de uno a tres años el particular encargado de un servicio público que deniegue a una persona una prestación a la que tenga derecho por razón de su ideología, religión o creencias, su pertenencia a una etnia o raza, su origen nacional, su sexo, orientación sexual, situación familiar, por razones de género, enfermedad o discapacidad.

2. Las mismas penas serán aplicables cuando los hechos se cometan contra una asociación, fundación, sociedad o corporación o contra sus miembros por razón de su ideología, religión o creencias, la pertenencia de sus miembros o de alguno de ellos a una etnia o raza, su origen nacional, su sexo, orientación sexual, situación familiar, por razones de género, enfermedad o discapacidad.

3. Los funcionarios públicos que cometan alguno de los hechos previstos en este artículo, incurrirán en las mismas penas en su mitad superior y en la de inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de dos a cuatro años.

4. En todos los casos se impondrá además la pena de inhabilitación especial para profesión u oficio educativos, en el ámbito docente, deportivo y de tiempo libre, por un tiempo superior entre uno y tres años al de la duración de la pena de privación de libertad impuesta en su caso en la sentencia, atendiendo proporcionalmente a la gravedad del delito y a las circunstancias que concurran en el delincuente.

Artículo 512
Los que en el ejercicio de sus actividades profesionales o empresariales denegaren a una persona una prestación a la que tenga derecho por razón de su ideología, religión o creencias, su pertenencia a una etnia, raza o nación, su sexo, orientación sexual, situación familiar, por razones de género, enfermedad o discapacidad, incurrirán en la pena de inhabilitación especial para el ejercicio de profesión, oficio, industria o comercio e inhabilitación especial para profesión u oficio educativos, en el ámbito docente, deportivo y de tiempo libre por un periodo de uno a cuatro años.

Artículo 515
Son punibles las asociaciones ilícitas, teniendo tal consideración:

... ... ... 

4.º Las que fomenten, promuevan o inciten directa o indirectamente al odio, hostilidad, discriminación o violencia contra personas, grupos o asociaciones por razón de su ideología, religión o creencias, la pertenencia de sus miembros o de alguno de ellos a una etnia, raza o nación, su sexo, orientación sexual, situación familiar, enfermedad o discapacidad.

Artículo 522. Delitos contra la libertad de conciencia, los sentimientos religiosos y el respeto a los difuntos

Incurrirán en la pena de multa de cuatro a diez meses:

1.º Los que por medio de violencia, intimidación, fuerza o cualquier otro apremio ilegítimo impidan a un miembro o miembros de una confesión religiosa practicar los actos propios de las creencias que profesen, o asistir a los mismos.

2.º Los que por iguales medios fuercen a otro u otros a practicar o concurrir a actos de culto o ritos, o a realizar actos reveladores de profesar o no profesar una religión, o a mudar la que profesen.

Artículo 523
El que con violencia, amenaza, tumulto o vías de hecho, impidiere, interrumpiere o perturbare los actos, funciones, ceremonias o manifestaciones de las confesiones religiosas inscritas en el correspondiente registro público del Ministerio de Justicia e Interior, será castigado con la pena de prisión de seis meses a seis años, si el hecho se ha cometido en lugar destinado al culto, y con la de multa de cuatro a diez meses si se realiza en cualquier otro lugar.

Artículo 524
El que en templo, lugar destinado al culto o en ceremonias religiosas ejecutare actos de profanación en ofensa de los sentimientos religiosos legalmente tutelados será castigado con la pena de prisión de seis meses a un año o multa de 12 a 24 meses.

Artículo 525
1. Incurrirán en la pena de multa de ocho a doce meses los que, para ofender los sentimientos de los miembros de una confesión religiosa, hagan públicamente, de palabra, por escrito o mediante cualquier tipo de documento, escarnio de sus dogmas, creencias, ritos o ceremonias, o vejen, también públicamente, a quienes los profesan o practican.

2. En las mismas penas incurrirán los que hagan públicamente escarnio, de palabra o por escrito, de quienes no profesan religión o creencia alguna.

Artículo 526
El que, faltando al respeto debido a la memoria de los muertos, violare los sepulcros o sepulturas, profanare un cadáver o sus cenizas o, con ánimo de ultraje, destruyere, alterare o dañare las urnas funerarias, panteones, lápidas o nichos será castigado con la pena de prisión de tres a cinco meses o multa de seis a 10 meses.

Artículo 607. Delitos de genocidio

1. Los que, con propósito de destruir total o parcialmente un grupo nacional, étnico, racial, religioso o determinado por la discapacidad de sus integrantes, perpetraren alguno de los actos siguientes, serán castigados:

1.º Con la pena de prisión permanente revisable, si mataran a alguno de sus miembros.

2.º Con la pena de prisión permanente revisable, si agredieran sexualmente a alguno de sus miembros o produjeran alguna de las lesiones previstas en el artículo 149.

3.º Con la pena de prisión de ocho a quince años, si sometieran al grupo o a cualquiera de sus individuos a condiciones de existencia que pongan en peligro su vida o perturben gravemente su salud, o cuando les produjeran algunas de las lesiones previstas en el artículo 150.

4.º Con la misma pena, si llevaran a cabo desplazamientos forzosos del grupo o sus miembros, adoptaran cualquier medida que tienda a impedir su género de vida o reproducción, o bien trasladaran por la fuerza individuos de un grupo a otro.

5.º Con la de prisión de cuatro a ocho años, si produjeran cualquier otra lesión distinta de las señaladas en los numerales 2.º y 3.º de este apartado.

2. En todos los casos se impondrá además la pena de inhabilitación especial para profesión u oficio educativos, en el ámbito docente, deportivo y de tiempo libre, por un tiempo superior entre tres y cinco años al de la duración de la pena de privación de libertad impuesta en su caso en la sentencia, atendiendo proporcionalmente a la gravedad del delito y a las circunstancias que concurran en el delincuente.

Artículo 173

Los delitos contra la integridad moral (artículo 173.1 del CP), cuando no resulte de aplicación el artículo 510.2 a/ atendiendo el principio de especialidad. 
También son competencia de la Sección, por decisión del Fiscal de Sala de “Tutela Penal de la Igualdad y contra la Discriminación” el seguimiento y, en su caso, visado y enjuiciamiento, de todos aquellos asuntos en los que el delito cometido responda a motivos de pobreza o exclusión de la víctima, como la “aporofobia”, aunque no se encuentre recogida en la literalidad de la agravante del artículo 22 del CP.  

1.2. Contenido de la Sección
1.- Iniciar Diligencias de Investigación Penal (DIP).

2.- Efectuar el seguimiento de los procedimientos penales resultantes de las DIP iniciadas y de los que se tramiten inicialmente en los juzgados, encargándose de la unificación de criterios de los Fiscales para lo que les deberán dar cuenta de los mismos.

3. Mantener relaciones, como Fiscales de referencia, con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad  (FCS) y con las Asociaciones y Organizaciones entre cuyos fines se encuentre la lucha contra las personas y grupos que realizan, incitan o provocan actos o acciones que atenten a la dignidad e igualdad  y supongan la discriminación de personas o grupos de personas. También con las Instituciones, que deben velar por la Igualdad y Dignidad de todas las personas, como derechos recogidos en la normativa nacional e internacional.
4.- La Coordinación con la Sección de Criminalidad Informática cuando las infracciones anteriormente referidas se cometan a través de tecnologías de la información y la comunicación.

5.- Mantener comunicación, como Fiscales de Enlace, con las especialidades de Extranjería, Víctimas y Violencia sobre la Mujer. También con los Fiscales de enlace de la Sección Territorial de la Fiscalía de Gandía  y de la Fiscalía de Área de Alcira.
6.- Facilitar a todos los compañeros, no sólo a los componentes de la sección, toda la documentación que resulte de interés, como sentencias, instrumentos de ratificación de tratados, manuales, protocolo policial, modificaciones legislativas…
La Instrucción nº 1/14 de la Sección  Tutela Penal de la Igualdad y contra la Discriminación, de fecha 27 de febrero de 2014, abordaba el funcionamiento y necesidades de la Sección, asumiendo todos aquellos procedimientos que se estimara pertinente por la responsable de la misma, en aras de un mayor control, unificación de criterios y compromiso con la especialidad. En estos momentos la Sección asume la celebración de todos los Juicios Orales por delitos competencia de la misma, la instrucción o investigación de todos aquellos que estime son de su competencia, atendiendo a su dificultad o especificidad y el visado de todos los asuntos de Valencia, los que se tramitan en la Sección Territorial de Gandía y los que se tramitan en la Fiscalía de Área de Alcira, así como aquellos cuyo procedimiento sea específico como los Jurados. 
2. Problemas que se plantean

El año 2015 ha supuesto un paso más en la consolidación de la especialidad, pero aun  existiendo una Red de Fiscales Delegados en todas las Fiscalías de España, con el objetivo  de abordar la absoluta carencia de datos al respecto y la necesaria unificación de criterios, los datos siguen sin ser estadísticamente ciertos, por lo que a continuación se reflejará.

Se obtienen datos estadísticos a través de la propia organización de la Fiscalía, de las FCS y del tejido asociativo.
2.1. En la Fiscalía, dado que las tres integrantes de la Sección, han compatibilizado la misma con sus respectivos bloques de trabajo, sin disponer de personal auxiliar específico, ni más medios que su aporte personal, deben contar con la colaboración de los compañeros Fiscales, para obtener la información de los procedimientos iniciados y que se tramitan en los diferentes juzgados de Valencia, colaboración que forma parte del cuerpo del Decreto de constitución de la Sección (...para lo que les deberán dar cuenta de los mismos) y de la Instrucción (instrumento referido en el apartado 1.2 de ésta memoria).

2.2. En cuanto a las FCS,  recabando dicha colaboración mediante reuniones y comunicaciones, abordando la necesidad de la misma, así como las diferentes reformas legislativas que afectan al contenido y funcionamiento de la Sección (CP, Ley de Enjuiciamiento Criminal (LECRIM) y Estatuto de la Víctima del Delito (EVD) y a ellos como primeros receptores de las víctimas de estos delitos. La creación, en el mes de noviembre de 2015, de la figura de la Policía de Participación Ciudadana, tiene por objeto efectuar el filtro de los atestados cuya copia debe ser remitida a la Sección.
2.3. Finalmente, en cuanto al tejido asociativo, favoreciendo el contacto y colaboración, para transmitir la confianza necesaria a sus integrantes, que  permita soslayar las dificultades existentes para que denuncien las agresiones de las que son objeto por su simple condición de diferentes.

Éste es el punto más difícil de resolver ante la reticencia a denunciar, por multitud de razones: la creencia de que nada pasará; la desconfianza o miedo a la policía (los inmigrantes o refugiados que han huido de su país de origen por el apoyo gubernamental a la violencia pueden no confiar en la policía de su nuevo país de residencia); el miedo a represalias contra ellos, su familia o los miembros de la comunidad a la que pertenecen; la falta de conocimiento de la ley o de dónde denunciar estos hechos; la vergüenza que sienten algunas víctimas y el temor a sufrir la estigmatización en su propio entorno; la negación de los hechos para minimizar la gravedad de los mismos; la desconfianza en las instituciones y la situación de exclusión en la que muchas de las víctimas se encuentran.

Por lo que los esfuerzos en esta dirección han sido reforzados durante este año 2015, atendiendo a las demandas de entidades y organizaciones de asistencia a las víctimas y de lucha contra la discriminación, en orden a la participación en jornadas formativas y contactos de colaboración, para facilitar el reconocimiento y ejercicio de sus derechos.

Es importante resaltar en este punto la importancia de la reforma de la LECRIM con el EVD, haciéndose eco por primera vez de las víctimas por delitos de odio. 
La  Ley 4/2015, de 27 de abril, del Estatuto de la víctima del delito, en el apartado 2 del artículo 23 de la misma, al referirse a la evaluación individual de las víctimas a fin de determinar sus necesidades de especial protección dice que esta valoración tendrá especialmente en consideración, de acuerdo con el punto 2. 7º, entre otros, 
“los delitos cometidos por motivos racistas, antisemitas u otros referentes a la ideología, religión o creencias, situación familiar, la pertenencia de sus miembros a una etnia, raza o nación, su origen nacional, su sexo, orientación o identidad sexual, enfermedad o discapacidad”.
Y en la Disposición Final Primera modifica el párrafo primero del artículo 282 de la LECRIM, que queda redactado como sigue:

«La Policía Judicial tiene por objeto y será obligación de todos los que la componen, averiguar los delitos públicos que se cometieren en su territorio o demarcación; practicar, según sus atribuciones, las diligencias necesarias para comprobarlos y descubrir a los delincuentes, y recoger todos los efectos, instrumentos o pruebas del delito de cuya desaparición hubiere peligro, poniéndolos a disposición de la autoridad judicial. Cuando las víctimas entren en contacto con la Policía Judicial, cumplirá con los deberes de información que prevé la legislación vigente. Asimismo, llevarán a cabo una valoración de las circunstancias particulares de las víctimas para determinar provisionalmente qué medidas de protección deben ser adoptadas para garantizarles una protección adecuada, sin perjuicio de la decisión final que corresponderá adoptar al Juez o Tribunal.»

2.4. Con las Instituciones

El cambio de actitud de las Instituciones ha sido relevante en el último periodo, favoreciendo desde las mismas, la comunicación con las componentes de la Sección especializada y, estableciendo líneas de colaboración para la obtención de objetivos comunes, como la visibilidad de las víctimas de estos delitos y la necesaria sensibilización de todas las Instituciones, a través de jornadas y cursos de formación.
3. Actuaciones llevadas a cabo por la Sección. Estadísticas: Delitos y faltas denunciados

3.1 Los problemas que se plantean han sido abordados por la Sección, desde diferentes perspectivas y actuaciones.
3.1. 1 Desde la organización interna de la Fiscalía:
Desde finales del año 2014 el contacto con los compañeros Fiscales a efectos de seguimiento de los diversos procedimientos instruidos en cada uno de los juzgados de Valencia y provincia, se efectúa mediante Expedientes Gubernativos (EG), con la finalidad de dar trasparencia al trabajo realizado por los Fiscales especialistas en la materia y por los Fiscales que colaboran facilitando información sobre el seguimiento, con resultados muy positivos. Los citados EG constituyen el inicio de los expedientes de seguimiento.                                                                                                                      

El contacto con los compañeros Fiscales responsables de la especialidad, en la Fiscalía de Área de Alzira (Antonio Ruiz Valero) y la Sección Territorial de Gandía (Raquel Ibáñez Sanz), ha sido periódico, a lo largo del año 2015, manteniendo reuniones de trabajo con los mismos y remitiéndoles toda la información y documentación que afecta a la Sección. Hoy son formalmente Fiscales de enlace con la Sección especialitzada, mediante Decreto de nombramiento de principios del año 2016 (aunque venían desarrollando esa labor desde la creación de la Sección).
También se favorece la comunicación con los compañeros mediante las Notas de Servicio que se remiten por la Fiscal Jefe a todos ellos, a propuesta de la Coordinación de la Sección, siempre que se trate de documentos o cuestiones de interés para la misma y para el conocimiento de todos los compañeros.


 En este sentido, se ha puesto en conocimiento de toda la plantilla:

· La existencia de la Instrucción nº 1-14, de carácter interno pero de importancia para todos debido a que establece las competencias y contenido de la especialidad.

· La necesidad de evitar las expulsiones inmediatas de extranjeros cuando existan denuncias objeto de investigación, para no impedir la misma.

· Sentencias y escritos de calificación con cierta trascendencia.

· El Protocolo de FCS de 2014 para delitos de odio.

· El Instrumento de Ratificación del Protocolo Adicional al Convenio sobre la Ciberdelincuencia relativo a la penalización  de actos de índole racista y xenófoba, cometidos por medio de sistemas informáticos, hecho en Estrasburgo el 28 de enero de 2003.

· El informe sobre incidentes relacionados con los delitos de odio en España, de 2014. (Ministerio del Interior. Secretaría de Estado de Seguridad. Gabinete de Coordinación y Estudios).

· La sentencia del TEDH asunto BALÁZS c. HUNGRÍA, por la que se condena al Estado por incumplimiento de la obligación del mismo de llevar a cabo una investigación exhaustiva sobre la agresión racista denunciada, incumpliendo con ello el artículo 3 (Nadie podrá ser sometido a tratos o penas inhumanos o degradantes) y 14 (El goce de los derechos y libertades reconocidos en el presente Convenio ha de ser asegurado sin distinción alguna, especialmente por razones de sexo, raza, color, lengua, religión, opiniones políticas u otras, origen nacional o social, pertenencia a una minoría nacional, fortuna, nacimiento o cualquier ora situación) del  Convenio para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales.

· La petición efectuada por el “Fiscal de Sala Delegado para la Tutela Penal de la Igualdad y contra la Discriminación”, respecto a que el seguimiento y asunción, en su caso, de los delitos cometidos contra las personas sin techo, corresponde a la Sección.

· El Manual Práctico para la Investigación y Enjuiciamiento de los Delitos de Odio y Discriminación, presentado en la Jornada Internacional celebrada en Barcelona el día 14 de diciembre de 2015.

Con la misma finalidad de comunicarnos, para hacer visible la realidad, con ocasión de la modificación del CP, en la materia que nos afecta directamente, se puso en conocimiento de los compañeros un escrito efectuado por la Coordinación relativo al análisis de las modificaciones, con el fin de facilitar su conocimiento y la razón de la modificación, acompañado de la documentación relativa a ello (Decisión Marco 2008/913/JAI DEL CONSEJO de 28 de noviembre de 2008; STC 235/2007, de 7 de novembre y las enmiendas propuestas por los distintos Grupos Parlamentarios al Proyecto de Ley). 
La diferenciación por el color de las carpetillas de las infraccciones penales competencia de la Sección, con la indicación impresa de que se trata de la SECCIÓN TUTELA PENAL DE LA IGUALDAD Y CONTRA LA DISCRIMINACIÓN, sea cual sea el juzgado del que procedan, ha favorecido que los funcionarios y los compañeros detecten claramente que el procedimiento corresponde a la Sección Especializada a efectos de cumplimiento de la Instrucción referida.


Informáticamente no existe una respuesta adecuada para el registro de los procedimientos de forma diferenciada y especializada, acorde con los tipos penales competencia de la Sección, siendo muy genérica la referencia a la especialidad, falta de respuesta que existe desde el principio de la creación de la Sección y que, a pesar de las peticiones al respecto por parte de la Coordinación, en la Fiscalía Provincial de Valencia y ante el Fiscal de Sala Delegado de Tutela Penal de la Igualdad y contra la Discriminación, sigue sin resolverse, lo que imposibilita que las estadísticas resulten fiables.
3.1.2 Con las FCS

Desde la creación de la Sección uno de sus objetivos fundamentales fue la comunicación con las FCS, estableciendo cauces de diálogo y aproximación, para establecer criterios de actuación que permitieran obtener los datos necesarios sobre la existencia real de infracciones delictivas competencia de la Sección.

También para asegurar, desde el origen de la investigación de los hechos, mediante la confección de los correspondientes atestados, todo aquel material probatorio necesario para obtener sentencias condenatorias, dejando constancia de las peculiaridades de este tipo de delincuencia, simbología utilizada, medios, vestimenta, pertenencia a determinadas organizaciones anteriormente a los hechos objeto de investigación y todos aquellos indicios o circunstancias que puedan favorecer la articulación de acusaciones, con resultados óptimos.
En esa dirección se siguen manteniendo reuniones con el Grupo de Información de la Policía Nacional (PN), Guardia Civil (GC) y Policía Local (PL), mostrando un alto grado de compromiso con las iniciativas de la Fiscalía, con carácter general.
En el mes de diciembre de 2014, por Instrucción nº 16/14 la Secretaría de Estado de Seguridad aprobó el Protocolo de Actuación para las FCS para los Delitos de Odio y conductas que vulneran las normas legales sobre Discriminación, favoreciendo con ello la comunicación con la Fiscalía.

Las reuniones han sido periódicas, y puntuales cuando ha sido necesario, las últimas tuvieron lugar desde el mes de Septiembre a Noviembre de 2015, con ocasión de abordar la modificación del CP, LECRIM y EVD (cuya entrada en vigor era muy próxima).

Nos reunimos con representantes de la PN y de la GC, en primer lugar.

Abordamos los siguientes temas:

1. La importancia del Informe de Investigación de Hatento, así como el encargo desde la Fiscalía General del Estado (FGE) del seguimiento de estos asuntos, aunque no esté en su protocolo de actuación. 

Aclaran que la PL tiene un grupo que se dedica a canalizar información sobre “gente sin hogar”.

2. El cauce para obtener información desde Fiscalía es la Comisaría Provincial y Brigada Provincial de Información de la PN y a través de la Comandancia  de la GC. (En estos momentos, como se ha indicado, existe un cauce de comunicación añadido al anterior y al de la policía judicial, el  de la policía de participación ciudadana, creada como interlocutora con los colectivos sociales en el mes de octubre, en cumplimiento de las exigencias del Protocolo de noviembre de 2014 y como responsable de la remisión de la copia de los atestados relacionados con la Sección, a Fiscalía).

3. Protocolo: planes de formación:

La PN tiene tres planes al año para su formación, la Policía Judicial acude a los colegios e institutos para formar a menores.

Destacan la importancia de incluir el tema de delitos de odio en el “Plan Director” que establece la Subdelegación de Gobierno porque si no es así incide en su productividad y si un agente da una charla está dejando de hacer otras funciones.

La GC tiene un sistema de formación de formadores encargados de formar al GC de a pie, es semestral. 

Nos proponen organizar desde Fiscalía programas de formación para ellos.

4. Comentamos las modificaciones legislativas: reforma del CP, EVD (la importancia del primer contacto de la víctima y los nuevos derechos del estatuto), así como la modificación de la LECRIM. También insisten en la colaboración y puesta en su conocimiento de cualquier medida que adopte la Fiscalía y que pueda resultarles de utilidad, como en su momento se hicieron las normas mínimas de actuación.

5. Registro de incidentes: hacen una búsqueda con palabras clave.

Sugerimos la importancia de empezar a separar las diferentes causas de discriminación, la motivación (ellos ya tienen seis bloques) y la posibilidad de que compartan sus estadísticas.

La PN trabaja con IPES que engloba de forma genérica los delitos de odio. Se nos pide que traslademos a la FGE que contacte con la Secretaria de Estado y Seguridad a tales efectos.

6. Pedimos que nos faciliten un listado de interlocutores sociales, también a efectos de recepción de atestados.

En segundo lugar, con un representantes de la PL.

Abordamos los siguientes temas:

1.  X4, es el grupo de personal de la PL de paisano que trabaja con los servicios sociales el problema de la gente sin techo. 

Fundamentalmente evitan que haya menores pernoctando en la calle. Es un grupo mixto con Servicios Sociales. Se pacta reunión con ellos.

Están en contacto con la Sección Civil de Fiscalía para valorar la capacidad, de la gente que lo precisa.

2. Se compromete a crear un registro de incidentes relacionados con la Sección. 

En tercer lugar, con el Comisario Jefe de Seguridad Ciudadana y Delegado de Participación Ciudadana. 

Abordamos lo siguiente:

1. En consonancia con la Instrucción 16/14, estos temas que antes eran competencia de la Brigada de Información, ahora serán de Seguridad Ciudadana, el Delegado será la persona encargada de centralizar toda la información provincial y el filtro para enviarla a Fiscalía. 

La Dirección General de la PN ha creado una red de delegados de participación ciudadana y el Delegado en Valencia es el Coordinador

Desde la Secretaria de Estado se les imponen nuevas obligaciones, como la interlocución con los colectivos para que se ganen la confianza y les sirvan de asesoramiento técnico a la hora de facilitar la denuncia.

2. No tienen problemas informáticos para etiquetar la denuncia, ahora ya les permite añadir la agravante del 22.4 a la clasificación. 

Hay 6 ítems: racismo-xenofobia, aporofobia, orientación o identidad sexual, antisemitismo, creencias o prácticas religiosas y discapacidad. Funciona en toda España. No se puede modificar el registro. 

Finalmente, con David Garfella Gil (Inspector de la PL de Silla), con quien la colaboración es fluida desde la creación de la Sección. Abordamos las modificaciones legislativas y la preocupación y sensibilización por los asuntos competencia de la Sección.

Se encuentra a disposición de las FCS un escrito-resumen sobre el EVD, como normas mínimas de actuación, y el listado actualizado con las modificaciones del CP en la parte que afecta a la competencia de la Sección, relacionando los tipos penales (remitido por el Fiscal de Sala de la especialidad con ocasión de la próxima celebración de estas Jornadas de Especialistas) recogido en el apartado 1.1 de esta memòria.

Escrito-resumen (normas mínimas de actuación):

A propuesta de la Ilma. Sra. Fiscal Coordinadora de la Sección de TUTELA PENAL DE LA IGUALDAD Y CONTRA LA DISCRIMINACIÓN de esta Fiscalía, y tras la reunión mantenida con los representantes de los distintos Cuerpos y Fuerzas de Seguridad con la finalidad de facilitar su labor en relación a la Sección, se hace necesario la adopción de unas normas mínimas de actuación, respecto a la entrada en vigor de la Ley 4/2015, de 27 de abril, del Estatuto de la Víctima del Delito.

Se consideran normas básicas de actuación, las siguientes:

Primera.- Identificar el ámbito de aplicación, dado que las disposiciones de la Ley son aplicables a las víctimas de todos los delitos cometidos en España o que puedan ser perseguidos en España, con independencia de su nacionalidad, de si son mayores o menores de edad, o de si disfrutan o no de residencia legal.

Segunda.- Son víctimas tanto las directas como las indirectas (artículo 2 de la Ley), lo que deberá ser tenido en cuenta en el momento de recepción de denuncias o personación en las dependencias policiales de cualquiera de las referidas víctimas.

Tercera.- Respetar en todo momento los derechos de las víctimas, de acuerdo con la Ley, sin trato discriminatorio alguno:

1º.- A entender y ser entendida en cualquier actuación, desde la interposición de la denuncia, incluida la información previa a la interposición de la misma.

Por lo que será necesario que en las comisarías de Policía estén disponibles intérpretes suficientes y especializados para cualquier clase de víctima, de forma que el lenguaje utilizado sea sencillo, claro y accesible, en especial cuando se trate de personas con discapacidad intelectual o sensorial (artículo 25 del CP).

Deberá facilitarse a la víctima la asistencia o apoyos necesarios para hacerse entender, incluyendo la interpretación en la lengua de signos y cualquier otro medio de apoyo.

La víctima, siempre que lo desee, estará acompañada de persona de su elección, desde el primer contacto con los funcionarios policiales.

2º.- A la información:

-
De los medios asistenciales (médicos, psicológicos o materiales así como el procedimiento para su obtención) y posibilidad de obtener un alojamiento alternativo.

-
De su derecho a denunciar y del procedimiento para hacerlo.

-
De obtener asesoramiento y defensa jurídica, incluida la justicia gratuita.

-
De las indemnizaciones a las que pudiera tener lugar y procedimiento para obtenerlas.

-
De los servicios de interpretación y traducción disponibles.

-
De los servicios auxiliares que faciliten la comunicación.

-
De cómo ejercer sus derechos cuando reside fuera de España (como la Orden Europea de Protección).

-
De los recursos a interponer contra las resoluciones judiciales.

-
De los datos de contacto de la autoridad encargada de la tramitación del procedimiento.

-
De los servicios de justicia restaurativa disponibles, con la finalidad de obtener una adecuada reparación material y moral de los perjuicios derivados del delito, siempre que se cumplan los requisitos previstos en el Estatuto (artículo 15).

-
Del reembolso de los gastos judiciales y del procedimiento para obtenerlo.  

-
Del derecho a efectuar una solicitud para ser notificada de las resoluciones sobre la causa penal, designando a tal efecto una dirección de correo, postal o domicilio, al que se le remitirán las comunicaciones y notificaciones por la autoridad.

-
Toda esta información deberá ser actualizada.

3º.- Como denunciante: a obtener copia de la denuncia certificada y a la asistencia lingüística gratuita y a la traducción escrita de la copia de la denuncia presentada.

Cuarta.- Trasladar al Colegio de Abogados las solicitudes de las víctimas del derecho al reconocimiento a la asistencia jurídica gratuita, efectuadas ante el funcionario policial, incluso con anterioridad a la presentación de la denuncia.

Quinta.- Corresponderá a la Policía Judicial (art. 282 de la LECRIM) efectuar una valoración de las circunstancias particulares de las víctimas para determinar las medidas de protección que provisionalmente se deben adoptar para garantizar una protección adecuada.

La valoración de las circunstancias particulares de las víctimas, tendrá especialmente en cuenta sus características personales (relación de dependencia con el supuesto autor, persona con discapacidad, personas necesitadas de especial protección o con especial vulnerabilidad), la naturaleza del delito y gravedad de perjuicios (introduciendo en este apartado del artículo 23 del Estatuto, los delitos cometidos por motivos de odio o discriminación y situación familiar: delitos cometidos por motivos racistas, antisemitas u otros referentes a la ideología, religión o creencias, situación familiar, la pertenencia de sus miembros a una etnia, raza o nación, su origen nacional, su sexo, orientación o identidad sexual, enfermedad o discapacidad) y las circunstancias del delito fundamentalmente si se trata de delitos violentos.

En materia de formación la Sección asistió a la reunión que tuvo lugar, el mes de octubre de 2015,  con representantes de la OSCE en las dependencias de la Avenida del Cid de la PL de Valencia (Valencia Local Police. European Projects), destacando la importancia de la coordinación Institucional para prevenir y combatir los delitos de odio. Se trataba de la implantación del programa TACHLE para formación policial (PL)
3.1.3 Tejido asociativo


Dar a conocer la existencia de la Sección en la Fiscalía Provincial de Valencia, era también una prioridad que se inició manteniendo reuniones institucionales con los distintos colectivos interesados en tener ese contacto inicial.

La información facilitada por los mismos permite efectuar seguimientos de hechos judicializados e incoar DIP cuando se  formulan denuncias directamente en la sede de la Fiscalía.
La relación entre la Fiscalía y el tejido asociativo se ha mantenido desde la confianza y el respeto mutuo, evitando cualquier interferencia de este con las  responsabilidades y actuaciones de la Fiscalía y de la Fiscalía con las legítimas estrategias de actuación de cada organización no gubernamental
Durante el año 2015 se ha ampliado el contacto con los distintos colectivos, en la sede de la Fiscalía:
1. Con Diputados de Compromís y de Esquerra Unida y el Observatorio contra LGTBIFOBIA, en relación al homicidio de un homosexual en la localidad de Gandía, cuya motivación pudiera ser su orientación sexual. 

2. Con Ángel Galán, representante de Movimiento contra la Intolerancia (MCI), en Valencia, y Marina Valiente “Lambda” portavoz del colectivo LGTB, con la finalidad de poner en conocimiento de la Sección, que se está desarrollando un protocolo por parte de la Federación Estatal de Gays y Lesbianas.

3. Con la asociación sobre salud integral de enfermos mentales ASIEM, a través de su Trabajadora social y el  Presidente y un socio de la misma. Ponen en nuestro conocimiento los problemas que se suscitan en la misma así como la dificultad de hacerlos visibles, su función es reivindicativa de su visibilidad a través de charlas en centros de enseñanza de secundaria, entre otras.

Denuncian la situación crítica en las residencias tuteladas por la Generalitat Valenciana (GV) (se castiga a los enfermos por lo síntomas de la enfermedad, se abusa de atar a los enfermos en las residencias privadas-concertadas con fondos públicos).

Manifiestan que las personas tienen miedo de denunciar, son objeto de detenciones ilegales, coacciones y amenazas. 

Se han puesto en contacto con la Consellería de Salud y Bienestar Social, lo han denunciado al Defensor del Pueblo, están en contacto con la Unidad Técnica de Tutelas de la GV…

Les remitimos la Sección Civil de Fiscalía para lo concerniente al control de residencias, sin perjuicio de asumir el seguimiento o investigación de denuncias, si las hubiera. 

4. De nuevo, con Ángel Galán, representante de MCI, para actualizar asuntos pendientes y facilitar información sobre las reformas legislativas de inmediata aplicación y con repercusión en la especialidad.

5.  Con Psicólogos sin fronteras, con pocos recursos, pero interesados en conocer las herramientas disponibles.

6. Con la Asociación Valenciana de parálisis cerebral, AVAPACE, quien trabaja con personas con diversidad funcional, tienen problemas con las declaraciones de incapacidad (muchos lo ven como una discriminación y vulneración de sus derechos). Les remitimos a la Sección Civil de Fiscalía.

7. Con la Plataforma contra la Islamofobia, que hace seguimiento en redes sociales del discurso del odio. Tienen redactadas unas buenas prácticas del uso de internet y una especie de manual para la prensa

8. Con la Asociación Ruminahui, quien acoge no sólo a hispano-ecuatorianos, sino también a otros inmigrantes. Propone redactar un mensaje común para todos los colectivos: odio/no discriminación. Piden formación para saber qué herramientas hay y cómo usarlas.

La participación de la Fiscalía en jornadas formativas con los diferentes Colectivos integrantes del tejido asociativo, con las FCS, con la Universidad, Colegio de Abogados y otras Instituciones, es importante para todos los sectores implicados, por lo que dicha participación fue inmediata desde el principio, en el año 2013, se mantuvo durante el año 2014 y se ha ampliado durante el año 2015, habiendo asistido a diferentes actos y presentaciones y participado en cursos y jornadas:
1. Asistencia a la presentación del Observatorio Hatento de delitos de odio contra las personas sin hogar, constituido por diferentes organizaciones que pretenden aunar el conocimiento y los recursos de las mismas, para poder actuar contra los delitos de odio que se cometen contra las personas en situación de extrema exclusión social. 

El encuentro tuvo lugar en la sede de RAIS, fundación en Valencia.
2. Participación en el curso sobre “Intervención Policial con enfermos mentales” organizado por la PL y la Asociación ASIEM, con la ponencia “Tutela Penal ante la Discriminación” en la sede de la PL de Valencia, en la Avenida del Cid.

3. Participación en una jornada organizada por MCI y COVIDOD, con la ponencia “Víctimas y Delitos de Odio” en la Sala Seminario del Centro Cultural La Nau de Valencia.
3.1.4. Instituciones

También se han mantenido reuniones con diferentes sectores Institucionales:

 Durante el mes de enero, con representantes de la Junta del Colegio de Abogados, de la Sección de Extranjería y Derechos Humanos y de la Sección Penal del mismo.

Se abordaron los siguientes temas:

-El compromiso de enviar información directa a la Sección si tienen conocimiento de asuntos relativos a la misma.

-Todo lo relacionado con formación, para lo que nos piden colaboración en conferencias o desayunos formativos.

(En estos momentos se ha modificado la composición de la Junta y aunque han contactado con la Sección, en el mes de octubre, no se ha concretado fecha de participación). 

-Tienen conversaciones directas con el Subdelegado de Gobierno para la asistencia en el CIE.
Durante el mes de Septiembre nos reunimos con el Director General (DG) de Igualdad en la Diversidad de la Consellería de Igualdad y Políticas inclusivas, José del Amo, a iniciativa suya, con la finalidad de conocer el funcionamiento de la Sección. Insistimos en la necesidad de formación, especialmente en relación a la PL.

El mes de Diciembre nos reunimos con Violeta Chofré, Subdirectora General de Diversidad y el técnico Vicente Llopis (también a su iniciativa).
Los temas que se trataron y las propuestas fueron las siguientes:
-Trabajo transversal en las Instituciones que pueden tener implicaciones en esta materia

-Preocupación por la formación de los Medios de comunicación (se les facilita la documentación entregada por los colectivos)

-No hay CAP para profesores, ahora el máster del profesorado de secundaria no es bueno. Propone reunión con la DG de Univerdad.

-Se propone nombrar un adjunto para el Síndic de Greuges en delitos de odio 

-Se propone Jornada abierta, educación, fiscalía, colectivos para hacer una hoja de ruta en relación al plan que se va a elaborar y que de ahí salga un grupo de trabajo.

-Tienen prevista una campaña de sensibilización, les gustaría que fuera consensuada y que fuera suscrito por el máximo de entidades. 

-Abordar la parte social de las víctimas.
Al mismo tiempo, era y es necesario, seguir participando en acciones formativas a iniciativa de Instituciones que persiguen el mismo objetivo, así como en reuniones de Especialistas, celebrándose en Madrid la segunda Jornada de Fiscales Especialistas en TUTELA PENAL DE LA IGUALDAD Y CONTRA LA DISCRIMINACIÓN en el mes de marzo del año 2015, organizada por la FGE y Centro de Estudios Jurídicos, con la finalidad de abordar el funcionamiento de las distintas delegaciones y compartir experiencias, jornada a la que asistimos y participamos.
En el mes de octubre, participamos en el curso organizado por el Consejo General del Poder Judicial, en su sede de formación continua en Madrid sobre “Delitos de odio y discriminación” con la ponencia “Investigación y acreditación de los delitos de odio y discriminación” 

 
En el mes de diciembre, asistimos a la Jornada Internacional “Investigación y enjuiciamiento de los delitos de odio y discriminación”, celebrada en Barcelona para la presentación del Manual que, mediante Nota de Servicio se ha puesto a disposición de los compañeros.
3.2 Estadísticas: Delitos y faltas denunciados

Durante este año se ha producido una disminución de los expedientes de seguimiento y DIP, motivada a mi juicio, por la falta de remisión a fiscalía de copia de todos los atestados, por parte de la policía, porque los colectivos no están remitiendo actuaciones que pudieran estar judicializadas y de cuyo seguimiento nos encargamos, y porque las víctimas no denuncian; también porque el excesivo trabajo de los compañeros impide, en ocasiones, tener conocimiento de hechos que son competencia de la Sección y cuyo seguimiento nos corresponde, asumirlo, en su caso, y desde luego el visado.

Ello supuso incrementar la programación de reuniones hasta la finalización del año, con el evidente propósito de impulsar la comunicación necesaria para el buen funcionamiento de la Sección.

3.2.1. DIP  (En el año 2015 se incoaron 10 DIP). 
Se archivaron: 5, por no ser los hechos constitutivos de infracción penal; 1, por falta de requisito de procedibilidad; 1, por prescripción; y 1, por judicialización de las mismas; y se formularon 2 denuncias.
· nº 1/15.- se incoaron por Decreto de fecha  27 de enero de 2015, en virtud de denuncia formulada por Amparo Sánchez Rosell (Presidenta de Plataforma Ciudadana contra la Islamofobia en Valencia), contra  los responsables de la colocación de carteles en un local del Centro Cultural Islámico de Valencia, sito en la calle Arquitecto Rodríguez, 21 y en sus proximidades, concretamente en las paredes y fachada de la gestoría “Estudio Global” propiedad de Elena Lluch, con la leyenda “Stop a la Islamización de Europa”, el dibujo de una mezquita dentro de una señal de prohibido, firmados por Democracia Nacional (DN) y con un número de teléfono.
Los hechos tuvieron lugar en fecha 22 de enero de 2015 y esos carteles formaban parte de una campaña a nivel nacional iniciada por DN. 
De las diligencias de investigación practicadas, resultó:

..., a pesar del mensaje de rechazo utilizado en los carteles por el responsable del partido político DN en Valencia, no constaba alteración de la convivencia mediante la provocación al odio o a la discriminación por motivos religiosos, oposición al ejercicio del derecho al culto, de forma expresa, tampoco insulto o menosprecio alguno ni resultado dañoso, por lo que no concurrían los elementos del artículo 510, ni  525 del CP, tampoco de los artículos 620, 625 o 626 del mismo texto legal.

Las diligencias se archivaron, en fecha 30 de marzo de 2015. 

· nº 2/15.- se incoaron por Decreto de fecha 30 de enero de 2015, en virtud de denuncia formulada por Amparo Sánchez Rosell, como Presidenta de Plataforma Ciudadana contra la Islamofobia en Valencia, contra Juan Antonio López Larrea, poniendo en conocimiento de la Fiscalía:  la convocatoria de una protesta contra el Islam frente a una mezquita de Valencia, que inicialmente se prohibió y posteriormente la autorizó el Delegado de Gobierno, cambiando el emplazamiento, día y lema y, que el convocante era un Patriota Europeo que identificaba a los terroristas con los musulmanes, en sus manifestaciones (Diario Levante). 

También que, a pesar de lo manifestado, los lemas que se mantenían en facebook por el organizador Juan Antonio López Larrea eran: Concentración valenciana contra la yihad, stop islamización de Europa, ni los unos ni los otros, Europa libre (con caricaturas musulmana y judía) y no a la invasión (publicado también en el Diario Levante)

De las diligencias de investigación practicadas, resultó:

1. Que la concentración se realizó finalmente el día 30 de enero en la Plaza del Ayuntamiento de Valencia, sin incidente alguno y con escasa afluencia de público.

2. Que las pancartas que se exhibieron en la misma  eran contrarias a la islamización de Europa, sin utilizar insultos ni términos vejatorios contra el Islam.

3. Que los cánticos que tuvieron lugar en la misma, según refiere la policía, sí fueron vejatorios equiparando el Islam con el terrorismo, pero esos cánticos no le son imputables a nadie en particular y el denunciado negó en su declaración que los escuchara así como que pudiera responder de los mismos, dado que él debía limitarse a leer un comunicado, cuya copia aportó.

Las diligencias se archivaron por no concurrir los elementos del tipo penal cuya aplicación pretendía la parte denunciante (artículo 510 del CP), en fecha 9 de abril de 2015.
· nº 3/15.- se incoaron por Decreto de fecha 11 de febrero de 2015, en virtud de denuncia formulada por Vicent Mascarell Tarrazona y Liduvina Gil Climent (Concejales del Grupo Municipal Socialista del Ayuntamiento de Gandía),  contra  el Alcalde de Gandía, Arturo Torro Chisvert, por haber dado instrucciones de no empadronar en dicha localidad a los extranjeros que no tuvieran regularizada su situación en España, requiriendo a través de la oficina del Padrón Municipal información adicional a aquellos extranjeros no comunitarios que manifiestaron su voluntad de empadronarse en Gandía, como recogida de documentación y cita para realizar el alta definitiva una semana después y remisión a la policía de los documentos de identidad para su autentificación.
De las diligencias de investigación practicadas, resultó:

1. Que las instrucciones de no empadronar a los extranjeros no comunitarios, dadas por el denunciado, según los denunciantes, no constaban.    

2. Que no se pudo acreditar que esa práctica administrativa tuviera por objeto negar a los extranjeros no residentes legalmente en España su derecho al empadronamiento. Conducta que sí daría lugar a responsabilidades penales por aplicación de lo dispuesto en los artículos 510 y 511 del CP.
3. Que no constó que se denegara por el denunciado, o por órdenes impartidas por el mismo, empadronamiento alguno. 

Las diligencias se archivaron en fecha 5 de mayo de 2015.   
· nº 4/15.- se incoaron por Decreto de fecha 23 de febrero de 2015 en virtud de denuncia  formulada por Marina Gil, miembro del Bloc d'estudiants Agermanats (BEA), poniendo en conocimiento de esta Fiscalía, que el día 9 de octubre de 2014,  al finalizar la manifestación, sobre las 20.20 horas por el Mercado Central de Valencia, y llevando una pancarta enrollada, su compañero, sin llevar ningún distintivo que los identificara como miembros del BEA, aparecieron dos chicos con la cabeza rapada, estirando de la pancarta y gritándoles “valencianos de mierda”. Del forcejeo se le ocasionó dolor en el codo. Los perdieron de vista y se marcharon con la pancarta. Posteriormente, en facebook,vieron en la página de Edu Espíritu un grupo con su pancarta colgada al revés, y con  las caras de los que las sujetaban pixeladas.

Del informe policial interesado resultó que no era posible identificar a ninguno de los miembros del grupo de jóvenes que sostenían la pancarta que le habían arrebatado a la denunciante. Así como, no portaban ningún tipo de estética, simbolismo, ni indumentaria específica o característica de ningún colectivo determinado. Se le exhibió tanto a la denunciante como a su acompañante, composiciones fotográficas, no identificando a los autores, por lo que no se pudo establecer una conexión entre la persona identificada como Edu Espíritu y los jóvenes que les arrebataron la pancarta. 
Los hechos serían constitutivos de una falta de vejaciones injustas del art. 620 del CP y otra del art. 617.2 del CP de malos tratos, prescritos por no poderse dirigir acción alguna contra los possibles responsables en un periodo superior a seis meses.

Las diligencias se archivaron en fecha 24 de abril de 2015.
· nº 5/15.- se incoaron por decreto de fecha 23 de febrero de 2015, en virtud de informe recibido en la Secretaría Técnica de la Fiscalía General del Estado, remitido por el Excmo. Sr. D. Joan Tardà Coma, Diputado por Barcelona en el Congreso de los Diputados para su estudio y valoración.

En dicho informe se manifestaba que el 26 de abril de 2014, agentes de la Comisaria de Chirivella, se negaron a atender a una ciudadana, Cònsol Barberà, por expresarse en Valenciano, y tuvo que esperar más de una hora hasta que llegó el traductor… Paradójicamente, se exponía que a la llegada del interprete solo tuvo que traducir el saludo y el correspondiente departamento. Una vez allí, el traductor no fue necesario porque el responsable ya le entendía. La víctima, entonces, tuvo que pasar horas en la Comisaria y fue vejada diversas veces por realizar un simple trámite administrativo.
No se denunciaron los hechos por la perjudicada, requisito exigido para su persecución como constitutivos de una falta de vejaciones del articulo 620.2º del CP, prescribiendo los mismos. 
Las diligencias se archivaron en fecha 26 de febrero de 2015. 
· nº 6/15.- se incoaron por Decreto de fecha 8 de abril de 2015 a raíz del expediente disciplinario nº 01404/2015/14 (3/15), incoado por acuerdo de la Junta de Gobierno Local del Excmo. Ayuntamiento de Valencia, de fecha 27 de febrero de 2015, al oficial de Policía Local Antonio Terrrones Durán y al agente del mismo cuerpo Jose Alemany Sanz, en el que se pone de manifiesto que los denunciados, en un grupo de wasap denominado “servicio”, realizaron una serie de expresiones menospreciando a Paulino Parrilla Galdón, a raíz de una fotografía tomada el 25 de octubre de 2015, con ocasión de  la celebración del Patrón de la Policía Local, llamándole “subnormal reconocido”, “la mayoría de medallas son por sordo. Q pena q el petardazo que le metieron no le volara la cabeza”, “inútil”, “mongol”, “pues parece que si le voló parte de la cabeza. Concretamente la parte gris.”, “ya sé lo que cuesta un intendente inútil, incompetente y sordo” o “Paulino que se muera ya. Mañana no! Hoy”.

Las diligencias se remitieron, como denuncia, al Juzgado competente de Valencia, para la incoación del correspondiente Juicio de Faltas, por vejaciones e injurias, del articulo 620.2º del CP, en fecha 14 de abril de 2015, indicando la asistencia del Ministerio Fiscal. Dieron lugar al ES nº 14/16.
· nº 7/15.- se incoaron por Decreto de fecha 29 de abril de 2015, en virtud de denuncia formulada por MOISÉS VIZCAINO i GARRIDO, como administrador de la entidad EDICIONS LA VEU DEL PAÌS VALENCIÀ,  poniendo en conocimiento de la Fiscalía hechos que tuvieron lugar el día 9 de octubre de 2014, en la Plaza del Ayuntamiento, calle San Vicente y calle La Paz de Valencia, con ocasión de la procesión cívica organizada por el Ayuntamiento de dicha ciudad.

La denuncia, con el CD que adjuntaba, se refería a insultos dirigidos a cargos públicos así como a gritos y burlas a los familiares y amigos del joven valenciano Guillem Agulló i Salvador (quien murió a manos de militantes de extrema derecha en el año 1993), efectuados por personas particulares y miembros de grupos de ultraderecha cuya identidad se desconocía.

De las diligencias de investigación practicadas, resultó:

Que no constaba la existencia de insultos al margen de posiciones ideológicas contrarias y exhibición de las banderas respectivas, con la consiguiente respuesta de aprobación o desaprobación de los ciudadanos; a excepción de la exhibición de una bandera a modo de estandarte con la esvástica y el texto “aborto-genocidio” por parte de un particular cuya actuación parecía debida a su estado mental ya que sufría un trastorno bipolar maníaco. 

Las diligencias se archivaron en fecha 19 de agosto de 2015.

· nº 8/15.-
se incoaron por Decreto de fecha 9 de junio de 2015
en  virtud de la Resolución de la Alcaldía de Puebla de Farnals nº 396/2015 de fecha 5 de junio de 2015, en la que se remitía copia del expediente disciplinario incoado en el citado Ayuntamiento a los agentes de la Policía Local Jesús Puchol Alcacer y David Gallego Cano, por si los hechos pudieran ser constitutivos de ilícito penal. Magda Magdalena Jiménez manifestó que los agentes se dirigieron a ella llamándola alcahueta y a la dueña del bar, Raquel, y a su marido, nacional de Rumanía, les inspeccionaron la nevera y les tiraron alimentos, manifestando que los extranjeros venían a invadir España y a robar.
Los hechos pudiendo ser constitutives de falta de vejaciones injustes y de injurias del articulo 620 del CP, en virtud de la reforma en vigor desde principios del mes de julio de 2015, estarían despenalizados.
Las diligencias se archivaron en fecha 4 de septiembre de 2015.
· nº 9/15.- se incoaron por Decreto de fecha 22 de diciembre de 2015, por la  denuncia formulada por D. Esteban Ibarra Blanco, como Presidente de la asociación Movimiento contra la Intolerancia, poniendo en conocimiento del Ministerio Público la aparición de pintadas en el barrio de El Cabanyal de Valencia, con el siguiente contenido: “SSKINHEADSS”, junto con el dibujo de una cruz esvástica, así como “VALENCIA EN LLAMAS 9 DE OCTUBRE LA SANGRE VA A CORRER”.

Pudiendo ser los hechos denunciados constitutivos de un delito de amenazas con la agravante de cometer los hechos por discriminación ideológica,  sin perjuicio de la ulterior calificación que pueda darse a los mismos se formuló denuncia ante el Juzgado Decano de Valencia para que conforme a las normas de reparto las remitiera  a su vez al Juzgado de Instrucción correspondiente, para que por el mismo se incoara el procedimiento adecuado y se acordara el sobreseimiento provisional de las actuaciones, con base a lo dispuesto en el art. 641.2 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal en tanto no se conozcan datos que permitan determinar la autoría de los hechos, en fecha 7 de enero de 2016. Dieron lugar al ES nº 15/16.
· nº 10/15.- se incoaron por Decreto de fecha  22 de diciembre de 2015, teniendo conocimiento posterior que en el Juzgado de Instrucción nº 5 de Sueca se seguían las DP nº 4/16, incoadas con motivo de la admisión a trámite del Atestado de la Guardia Civil, Compañía de  Sueca nº 2015-00263-00002726, donde se ponía en conocimiento del Juzgado los mismos hechos objeto de investigación, por lo que en fecha 7 de enero de 2016 se remitieron a dicho Juzgado para su incorporación a las diligencias previas referidas. Dieron lugar al ES nº 16/16.
3.2.2 Seguimiento (En el año 2015 se incoaron 36 ES. Se archivaron: 11, por finalización del seguimiento y 5 por sentencia firme; se encuentran pendientes de instrucción: 11; de celebración de JO: 7; y de resolución de recursos: 2; en el momento de la realización de esta memoria). Todos los expedientes de seguimiento se inician a instancias de información policial, del tejido asociativo y de los compañeros Fiscales
· nº 1/15.-  De las Diligencias Previas (en adelante DP) nº 4821/14 del Juzgado de Instrucción (en adelante JI) nº 8 de Valencia, seguidas  contra Pablo Garrido y Salvador R. Puig, por delito de lesiones gratuïtas, portando estética skind. Pendiente de instrucción. (Dimana de EG nº 8/15).
· nº 2/15.- De las DP nº 1771/14 del JI nº 1 de Liria, se transformaron en Juicio de Faltas (en adelante JF) nº 293/15 (por falta de lesiones con arma, diciendo “moro de mierda”) contra Pedro Francisco Arenas Gómez y se dictó sentencia absolutoria en fecha 20.2.15, por incomparecencia de las partes. (Dimana de EG nº 7/15).

· nº 3/15.- De las DP nº 1105/14 del JI nº 2 de Xátiva, seguidas por injurias y amenazas a Khassouj Amghar y archivadas por Auto de Sobreseimiento Provisional (en adelante SP) de fecha 18.11.14, por falta de autor conocido. (Dimana de EG nº 10/15, por atestado remitido por la GC en relación a hechos sucedidos en fecha 29.10.14)

· nº 4/15.- De las DP nº 381/15 del JI nº 1 de Torrente, seguidas contra Abraham Salazar Romero, por insultos y agresiones a una indigente en el interior de un cajero. Remitidas por inhibición al JI nº 3 de Torrente, se incoó PA nº 51/15 formulando acusación el Ministerio Fiscal (en adelante MF) por dellito contra la integridad moral, del artículo 173.1 del CP y falta de lesiones, del articulo 617.1 del CP. Se encuentra pendiente de celebración del Juicio Oral (en adelante JO). (Dimana de EG nº 28/15, por atestado remitido por la GC, en relación a hechos sucedidos en fecha 4.2.15).
· nº 5/15.- De las DP nº 247/15 del JI nº 19 de Valencia seguidas por agresión injustificada por personas que portaban estética skind. Archivadas por Auto de SP de fecha 20.1.15, por falta de autor conocido. (Dimana de EG nº 11/15)
· nº 6/15.- Dimanante del PA nº 53/14 del JI nº4 de Sueca, formulada acusación por el MF contra Rodolfo Panza Bernal por delito de lesiones, del artículo 147.1 del CP y falta de amenazas, del artículo 620.2 del CP, concurriendo la circunstancia agravante de dicriminación por motivos racistas, del artículo 22.4 del CP. Se encuentra pendiente de celebración de JO en el Juzgado de lo Penal (en adelante JP) nº 1 de Valencia, PA nº 183/15, en fecha 10.3.16.
· nº 7/15.- De las DP nº 613/15 del JI nº 2 de Torrente, seguidas por  agresión a José Jiménez Carmona, indigente en Aldaya. Pendiente de instrucción (Dimana de EG nº 35/15).
· nº 8/15.- De las DP nº 474/15 del JI nº 12 de Valencia, inhibidas al JI nº 1 de Valencia, DP nº 322/15, seguidas por querella interpuesta por Mohamed Rezine contra funcionarios policiales del Centro de Internamiento de Extranjeros de Valencia (en adelante CIE). Pendiente de instrucción. (Dimana de EG nº 36/15).
· nº 9/15.- De las DP nº 668/15 del JI nº 18 de Valencia, seguidas por agresión a Lorenzo del Pozo Escribano, por autores desconocidos portando estética skind.  Archivadas por Auto de SP de fecha 2.3.15, por falta de autor conocido. 
· nº 10/15.- De las DP nº 1394/14 del JI nº 3 de Moncada, seguidas por pintadas efectuadas en la sede del Bloc de Moncada en fecha 8.10.14 por personas desconocidas portando estética skind. Archivadas por Auto de SP de fecha 22.10.14, por falta de autor conocido. (Dimana de EG nº 43/15).
· nº 11/15.- Del JF nº 57/15 del JI nº 7 de Valencia, por querella interpuesta por Ben Younes Sabbar contra funcionarios policiales del CIE, por delito contra la integridad moral, del artículo 173.1 del CP. Archivadas por Auto de SP de fecha 27.2.15. (Dimana de EG nº 37/15). 
· nº 12/15.- De las Diligencias Preliminares nº 1681/14 del JM nº 3, Rollo 158/14, calificadas por el MF como delito contra la integridad moral, del artículo 173.1 del CP, falta de lesiones, del artículo 617.1 del CP y dos faltas de amenazas, del artículo 620.2 del CP, contra Julia Martínez Calabuig y Maria amparo Valera Balaguer. Se dictó sentencia condenatoria contra las mismas por delito contra la integridad moral y faltas de lesiones y amenazas, en fecha 30.9.15, pendiente de resolución de recurso interpuesto contra la misma.
· nº 13/15.- De las DP nº 1426/14 del JI nº 3 de Moncada, seguidas por pintadas en la sede del partido político Izquierda Unida, en fecha 6.10.14. Archivadas por Auto de SP de fecha 21.10.14, por falta de autor conocido. (Dimana de EG nº 48/15).

· nº 14/15.- De las Diligencias Preliminares nº 475/15, JM nº 3, expediente de reforma nº 175/15. Calificado por el MF como delito contra la integridad moral, del artículo 173.1 del CP y falta de de lesiones, del artículo 617.1 del CP, se dictó sentencia de conformidad contra Francisco Salazar Giménez, en fecha 23.5.15 (es el menor que participó en los hechos del ES nº 4/15).

· nº 15/15.- De las DP nº  1191/15 del JI nº 4 de Valencia, seguidas por insultos y amenazas a Francisco Pardo Abarca de contenido homófobo a través de redes sociales. Pendiente de instrucción. (Dimana de EG nº 57/15).
· nº 16/15.- De las Diligencias Preliminares nº 4260/14, JM nº 3, expediente de reforma nº 454/14. Calificado por el MF como falta continuada de vejaciones, del artículo 620.2 del CP, se dictó sentencia de conformidad contra España Roldán Cañero, en fecha 2.7.15.

· nº 17/15.- De las Diligencias Preliminares nº 1123/15, JM nº 2, expediente de reforma nº 124/15. Calificado por el MF como delito contra la integridad moral, del artículo 173.1 del CP, se dictó sentencia condenatoria por falta .de lesiones del artículo 617.1 del CP contra Nereida Sarrión Martínez, firme en fecha 12.11.15.
·  nº 18/15.- De las DP nº 1256/15 del JI nº 12 de Valencia, seguidas por la agresión sufrida por Carlos Berenguer Silvestre, por personas que no pudieron identificarse. Archivadas por Auto de fecha 21.5.15 de SP. (Dimana de EG nº 88/15).

· nº 19/15.- De las DP nº 2052/15 del JI nº 4 de Valencia, seguidas por la agresión sufrida por Ignacio Villalba e Ignacio Millán el día 14.6.15, por personas no identificadas, portando estética skind. Archivadas por Auto de fecha 17.6.15 de SP. (Dimana de EG nº 115/15).

· nº 20/15.- De las DP nº 1256/15 del JI nº 19 de Valencia, seguidas por hechos sucedidos durante um partido de fútbol, inhibidas al Juzgado Decano de Paterna, están pendientes de instrucción. (Dimana de EG nº 58/15)

· nº 21/15.- Del PA nº 15/14 del JI nº 4 de Liria, el MF formuló acusación contra José Luis Guzmán Durá, por delito de lesiones, del artículo 147.1 del CP, concurriendo la circunstancia agravante de discriminación por razón de sexo, del artículo 22.4 del CP. Pendiente de celebración de JO.

· nº 22/15.- De las DP nº 2410/15 del JI nº 10 de Valencia, seguidas por lesiones causadas a Ramón Elvias por Florín Piersic en una zona de encuentros homosexuales, llamándole “maricón”. Pendiente de instrucción.
· nº 23/15.- De las DP nº 985/15 del JI nº 2 de Moncada, seguidas por lesiones sufridas por María Carmen González Aroca. Se archivaron por Auto de SP por falta de autor conocido, cuando el denunciado estaba identificado. Recurrido en reforma por el MF en fecha 2.9.15 está pendiente de resolver.

· nº 24/15.- De las DP nº 996/154, del JI nº 2 de Mislata, seguidas por la colocación de carteles en una finca de Xirivella con el texto: “Queridos vecinos, somos la puerta 14, echemos a estos moros de la finca”. Por Auto de SP de fecha 7.9.15 se archivaron las diligencias, por falta de autor conocido (Dimana de EG nº 133/15).
· nº 25/15.- De las DP nº 1541/15 del JI nº 5 de Sagunto, seguidas por denuncia de la GC de Estivella en relación a las lesiones sufridas por Yasmani Cabrera en fecha 19.4.15, al grito de “a por el negro, a matar al negro”. Pendiente de instrucción. (Dimana de EG nº 125/15)

· nº 26/15.- Del PA nº 48/15 del JI nº 6 de Liria, acusando el MF por delito de amenazas, del artículo 169.2 del CP, concurriendo la cicunstancia agravante de discriminación por motivos racistas, del artículo 22.4 del CP, a Francisco Leren Cargo. Pendiente de celebración de JO. 

· nº 27/15.- De las DP del JI nº 6 de Liria a que de lugar el EG nº 126/15, por acosar Fernando Cristóbal Pastor, por motivos xenófobos, a la menor, Jessica Yasmina. Pendiente de instrucción.

· nº 28/15.- De las DP nº 160/15 del JI nº 13 de Valencia, seguidas por un enfrentamiento entre grupos de personas de extrema derecha, en un  partido de fútbol. Archivadas por Auto de SP de fecha 3.10.15, por falta de denuncia y partes de lesiones. (Dimana de EG nº 160/15).

· nº 29/15.- Del PA nº 41/15 del JI nº 1 de Paterna, acusando el MF por delito de lesiones, del artículo 147.1 del CP, concurriendo la cicunstancia agravante de discriminación por motivos racistas, del artículo 22.4 del CP, a Jorge Ismael Morel García y Carlos Tendero Ramón. Pendiente de celebración de JO. 

· nº 30/15.- Del atestado 4869/15 de la PN dependencia de Burjassot-Godella, sin firma alguna, por la denuncia formulada por Bernardo Fuentes Fuentes en fecha 8.10.15, como Presidente de la Asociación cultural “Bassot” por haber sufrido en la sede de la misma pintadas con simbología nazi, desconociendo el autor de las mismas. Archivado el seguimiento en fecha 20.11.15.

· nº 31/15.- De las DP nº 2676/15 del JI nº 10 de Valencia, seguidas por el apuñalamiento de un menor de edad, en la playa de la Malvarrosa de Valencia, en fecha 23.6.15, con posibles increpaciones alusivas a su condición de extranjero. Pendiente de instrucción. (Dimana de EG nº 191/15).

· nº 32/15.- De las Diligencias Preliminares nº 2551/15 del JM nº 4, Rollo 223/15, por delito de amenazas del artículo 169.2 del CP contra Tamara Moreno Arnedo por increpar a Diana Gabriela Mendoza Loor em los siguientes términos: “hija de puta, vete a tu país, machupichu, te voy a matar y voy a matar a tu madre”. En fecha 5.12.15 se dictó sentencia de conformidad con la calificación del MF.
· nº 33/15.- De las DP nº 873/15 del JI nº 2 de Moncada, seguidas por denuncia de agresión con insultos racistas. Se recurrió el Auto por el que se declararon los hechos delito leve en fecha 20.11.15 y se estimó el recurso. Pendiente de instrucción.
· nº 34/15.- De las DP nº 4018/ 15 del JI nº 11 de Valencia, seguidas por denuncia de Margarita Díez refiriendo agresión policial por motivos racistas en fecha 23.11.15. Pendiente de instrucción. (Dimana de EG nº 196/15)
· nº 35/15.- Del PA nº 135/15 del JI nº 8 de Valencia, el MF formuló acusación contra Juan Latorre Estellés por delito de lesiones, del artículo 147.1 del CP y falta de amenazas, del artículo 620. 2 del CP, concurriendo la circunstancia agravante de discriminación por orientación sexual, del artículo 22.4 del CP. Pendiente de celebración de JO.
· nº 36/15.- Del Procedimiento del Jurado nº 1/15 del JI nº 1 de Gandía, formulando acusación el MF por delito de asesinato concurriendo la circunstancia agravante de discriminación por orientación sexual, del artículo 22.4 del CP. Pendiente de celebración de JO.

3.2.3  Expedientes Gubernativos (En el año 2015 se incoaron 34 Expedientes Gubernativos)
· nº 1/15 (7/15).- Vinculado a Seguimiento nº 2/15.
· nº 2/15 (8/15).- Vinculado a Seguimiento nº 1/15.

· nº 3/15 (10/15).- Vinculado a Seguimiento nº 3/15.

· nº 4/15 (11/15).- Vinculado a Seguimiento nº 5/15.
· nº 5/15 (12/15).-  se abre por la recepción de documentación policial relativa a uma concentración contra el Islam.
· nº 6/15 (28/15).- Vinculado a Seguimiento nº 4/15.

· nº 7/15 (47/15).- se abre para recepción de documentación, inhibición a la Fiscalía de Madrid, por Auto del JI nº 19, DP nº 673/15, de fecha 12.3.15.  

· nº 8/15 (35/15).- Vinculado a Seguimiento nº 7/15.

· nº 9/15 (36/15.- Vinculado a Seguimiento nº 8/15.

· nº 10/15 (37/15).- Vinculado a Seguimiento nº 11/15.

· nº 11/15 (38/15).-  se abre para la remisión a la Sección de Extranjería, de denuncias y notas de prensa de internos del CIE.

· nº 12/15 (43/15).- Vinculado a Seguimiento nº 10/15.

· nº 13/15 (46/15).- Vinculado a Seguimiento nº 11/14.

· nº 14/15 (45/15).- Vinculado a Seguimiento nº 61/14.

· nº 15/15 (48/15).- Vinculado a Seguimiento nº 13/15.

· nº 16/15 (57/15).- Vinculado a Seguimiento nº 15/15.

· nº 17/15 (58/15).- Vinculado a Seguimiento nº 20/15.

· nº 18/15 (88/15).- Vinculado a Seguimiento nº 18/15

· nº 19/15 (89/15).-  se abre para recepción de documentación. 

· nº 20/15 (115/15).- Vinculado a Seguimiento nº 19/15.

· nº 21/15 (126/15).- Vinculado a Seguimiento nº 27/15.

· nº 22/15 (125/15).- Vinculado a Seguimiento nº 25/15.

· nº 23/15 (133/15).- Vinculado a Seguimiento nº 24/15

· nº 24/15 (160/15).- Vinculado a Seguimiento nº 28/15.

· nº 25/15 (190/15).- Vinculado a Seguimiento nº 7/16.

· nº 26/15 (191/15).- Vinculado a Seguimiento nº 31/15.

· nº 27/15 (182/15).- se abre para la recepción de documentación policial relativa a una concentración contra la condición de ciudad refugio de Villamarchante.

· nº 28/15 (192/15).- Vinculado a Seguimiento nº 35/15.

· nº 29/15 (193/15).- Vinculado a Seguimiento nº 4/16.

· nº 30/15 (194/15).- Vinculado a Seguimiento nº 3/16.

· nº 31/15 (195/15).- se abre para recepción de documentación.

· nº 32/15 (196/15).- Vinculado a Seguimiento nº 6/16.

· nº 33/15 (197/15).- Vinculado a Seguimiento nº 49/14.

· nº 34/15 (198/15).- Vinculado a Seguimiento nº 21/14.

4. Propuestas

1. Reiterar a los compañeros (también Coordinadores y Visadores), el deber de información y comunicación a la Sección de todos aquellos asuntos que se tramiten en sus respectivos juzgados, competencia de la misma; hemos observado en los expedientes de seguimiento que tramitamos, la falta de comunicación, en ocasiones, de la existencia del procedimiento.

2. Reiterar la conveniencia de nombrar a las componentes de la Sección “Fiscales de Enlace” con otras secciones o especialidades de Fiscalía con las que existe o puede existir conexión, como: Social, Contencioso Administrativo, Civil y Menores (criterio adoptado en relación a Víctimas, Violencia sobre la Mujer y Extranjería), para favorecer la comunicación con todas ellas. 

Quiero resaltar en este punto la excelente colaboración existente con la Sección de Menores, a través de su Coordinadora, Consuelo Benavent, quien se puso a disposición de las necesidades de la Sección, inmediatamente después de asumir la Coordinación, manteniéndose en la misma posición hasta el momento.

No obstante, la condición de enlace de cada una de nosotras con la Sección o especialidad, referidas anteriormente, dotaría a las relaciones existentes entre los distintos responsables de Secciones, del carácter institucional que carecen las relaciones basadas en el voluntarismo.

3. Insistir en la necesidad de que informáticamente conste el trabajo que se realiza desde la Sección, lo que permitirá aflorar realmente los procedimientos existentes, con la finalidad de disponer de estadísticas reales.

Para ello es necesario disponer de un GRUPO DE DELITOS DE ODIO y crear un CAMPO para motivación.

Desde la especialidade que coordino, se han efectuado  gestiones tendentes a la solución de este problema, sin ningún éxito, razón por la que reitero a través de este escrito su necesidad para que se efectúen gestiones tendentes a su solución.

4. En la misma dirección y hasta tanto se resuelva lo anteriormente señalado, para que se especifique el motivo de discriminación, en el registro informático “Delitos de Odio” de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, propongo ponerlo em conocimiento de la Secretaría de Estado de Seguridad, a través de la FGE. (disponen sólo de 6 ítems de acuerdo con su Protocolo, como anteriormente se ha reflejado: racismo-xenofobia, antisemitismo, aporofobia, creencias o prácticas religiosas, discapacidad y orientación o identidad sexual).

5. Favorecer la formación en materia de Igualdad y No Discriminación desde los Colegios, en las Universidades, la Administración de Justicia (Fiscales, Jueces, Abogados, Médicos Forenses) y las FCS; iniciando cauces de comunicación con los Organismos e Instituciones con responsabilidad en la materia, como Ayuntamiento y Consellerías, a los referidos efectos.

Concretamente en relación a la formación en materia de discriminación por parte de Policías en los colegios, interesando su inclusión en el “Plan Director” a través del Subdelegado de Gobierno.
6. Finalmente, nuestra especialidad, al margen de incluir en las memorias los datos que se facilitan por los distintos responsables de las Fiscalías, lo cierto es que no consta como tal en la relación de especialidades oficiales, por lo que resulta urgente su reconocimiento.

Valencia, 26 de febrero de 2016
La Fiscal Carmen Andreu Arnalte

(Coordinadora de la Sección Tutela Penal de la Igualdad y contra la Discriminación)
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